
ACTA N? 360. Lugar, fecha y hora de inicio. Mediante plataforma digital Zoom y bajo

modalidad remota, a los veintinueve días de julio de 2020, siendo horas 15:48, el Consejo

Asesor de la Magistratura abre su sesión trescientos sesenta, bajo la presidencia de la Dra.

Eleonora Rodríguez Campos. Asistentes: Leg. Marta Najar (Suplente por la mayoría

parlamentaria); Nadima Pecci (Suplente por la minoría parlamentaria); Dr. Luis José

Cossio (Titular por los magistrados del Centro Judicial Capital); Dr. Esteban Padilla

(Titular por los abogados del Centro Judicial Capital); Dra. Malvina Seguí (Titular por

los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Diego Vals

(Titular por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Carlos

Sale (Suplente por los magistrados del Centro Judicial Capital); Dr. Edgardo Sánchez

(Suplente por los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dra.

Claudia Córdoba (Suplente por los abogados del Centro Judicial Capital) y Dr. Luis

Marquetti (Suplente por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros).

En la presente sesión se toma versión taquigráfica de las manifestaciones efectuadas por

los miembros del Consejo por parte del Cuerpo de Taquígrafos de la H. Legislatura de

Tucumán. En caso de que un consejero lo requiera expresamente se dejará constancia en

el acta de la manifestación en cuestión. ORDEN DEL DÍA: De acuerdo a lo dispuesto en

los artículos 7, 13 inciso d) y concordantes del reglamento interno del Consejo Asesor de

la Magistratura el orden del día para la sesión n* 360 y que fuera remitido anteriormente

a los Sres. Consejeros es el siguiente: 1) Designación de Consejeros para la firma. 2) A

consideración acta de la sesión anterior. 3) Concursos n” 236 (Juzgado en lo Civil

Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Capital) y n* 237

(Juzgado en lo Penal Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial

oA llamado a inscripciones. 4) Concursos n* 238 (Juzsado en lo Civil Especializado

Penal Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Concepción):

llamado a inscripciones. 5) Concursos n* 240 (Juzgado en lo Civil Especializado en

Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Monteros) y n? 241 (Juzgado en lo Penal

Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Monteros): llamado a

inscripciones. 6) A consideración proyecto de reglamentación de la instancia de

evaluación psicológica. 7) Concurso n* 190 (Juez/a del Tribunal de Impugnación del



Centro Judicial Capital): entrevistas personales. Postulantes a entrevistar: a) PUPPIO,

AGUSTÍN FRANCISCO 85,20 PUNTOS; b) CASAS, LAURA JULIETA 80,00

PUNTOS; €) GONZÁLEZ, GUILLERMO GUSTAVO 78,50 PUNTOS; d)

CARAMUTI, CARLOS SANTIAGO 78,00 PUNTOS; e) MIBELLI, MARÍA VALERIA

71,85 PUNTOS; h) MAGGIO, FACUNDO 71,00 PUNTOS; i) JUÁREZ, JUANA

FRANCISCA 64,00 PUNTOS; j) CARUGATTI, PATRICIA DEL VALLE 63,50

PUNTOS; k) DÍAZ LANNES, CARLOS FELIPE 63,25 PUNTOS; l) SALTOR, CALOS

EDUARDO 63,00 PUNTOS; II) ECHAYDE, JORGE ANTONIO 62,25 PUNTOS; m)

SUÁREZ, MARÍA JIMENA 61,60 PUNTOS; nm) MEDINA DE LA FUENTE, LUIS A.

57,00 PUNTOS; o) MORALES LEZICA, LUIS FERNANDO 55,20 PUNTOS.

DESARROLLO DE LA SESIÓN: L- Designación de Consejeros para la firma. La

Dra. Rodríguez Campos tomando la palabra expresó que conforme al reglamento y

protocolo aprobado para este tipo de reuniones se debía designar a los consejeros que

firmarían las actas y los acuerdos producto de la reunión. A tales efectos propuso a los

consejeros Marta Najar, Nadima Pecci, Diego Vals, Luis Cossio, Esteban Padilla,

Malvina Seguí y presidencia. La propuesta se aprobó por el voto nominal y unánime de

los presentes. IL-_A consideración acta de la sesión anterior. La Dra. Rodríguez

Campos tomando la palabra consultó a los consejeros si estaban de acuerdo con el acta

que se había enviado vía correo electrónico. Los consejeros prestaron conformidad y el

acta fue aprobada con el voto nominal de la totalidad de presentes. IIL.- Concursos n?

236 (Juzgado en lo Civil Especializado em Violencia contra la Mujer, del Centro

Judicial Capital) y n* 237 (Juzgado en lo Penal Especializado en Violencia contra la

Mujer, del Centro Judicial Capital): llamado a inscripciones. La Dra. Rodríguez

Campos solicitó que por secretaría se diera lectura de los aspectos destacados del proyecto

de acuerdo que se somete a consideración. La Dra. Nacul leyó los aspectos resolutivos y

destacó que en el caso del concurso 236 la inscripción tendría lugar desde 25/8 a 00:00

horas al 2/9 a 23:59 horas; mientras que la del concurso 237 sería desde el 8/9 a 00:00

horas hasta el 16/9 a 23:59 horas a través de la página web del CAM. Se aprobó el acuerdo

con el voto de los consejeros Rodríguez Campos, Padilla, Córdoba, Najar, Pecci, Cossio

y Sale. IV.- Concursos n? 238 (Juzgado en lo Civil Especializado en Violencia contra

la Mujer, del Centro Judicial Concepción) y nm? 239 (Juzgado en lo Penal



Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Concepción):

llamado a inscripciones. Por secretaría se dio lectura de los aspectos relevantes del

proyecto de acuerdo y se informó que en el caso del concurso 238 la inscripción tendría

lugar desde 25/8 a 00:00 horas al 2/9 a 23:59 horas; mientras que la del concurso 239

sería desde el 8/9 a 00:00 horas hasta el 16/9 a 23:59 horas a través de la página web del

CAM. Se aprobó con los votos de los consejeros Rodríguez Campos, Sánchez, Vals,

Marquetti, Seguí, Sánchez, Najar y Pecci. V.- Concursos n? 240 (Juzgado en lo Civil

Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial Monteros) y n? 241

(Juzgado en lo Penal Especializado en Violencia contra la Mujer, del Centro Judicial

Monteros): llamado a inscripciones. La Dra. Nacul señaló que en el mismo sentido que

los anteriores la inscripción se declaraba abierta en el concurso 240 desde 25/8 a 00:00

horas al 2/9 a 23:59 horas; mientras que la del concurso 241 sería desde el 8/9 a 00:00

horas hasta el 16/9 a 23:59 horas a través de la página web del CAM. Se aprobó con los

votos de los consejeros Rodríguez Campos, Sánchez, Vals, Marquetti, Seguí, Sánchez,

Najar y Pecci. VL- A consideración proyecto de reglamentación de la instancia de

evaluación psicológica. La Dra. Rodríguez Campos señaló con relación a este punto que

en esta instancia lo que se sometía a aprobación era el proyecto mediante el cual, atento

a la reforma del artículo 13 de la Ley n? 8197 efectuada por ley n” 9186, se incorporaba

la instancia de la realización de un examen psicológico previo a la entrevista personal, de

carácter obligatorio para aquellos postulantes que accedieran a dicha etapa. Que en ese

sentido, se elaboró un proyecto de reglamentación para la realización de esta entrevista

determinada por la ley mencionada. Que el proyecto había sido elaborado en varias

sesiones con amplia discusión por parte de todos los consejeros y, fundamentalmente, lo

que se tuvo en cuenta, los principales objetivos que se pretendieron plasmar en el proyecto

fue la intensión de regular esta etapa pero también dar continuidad a todos los concursos,

que no se imprima una mayor lentitud a los trámites sino darle continuidad, dinamismo.

Que el proyecto también recepta la intención de mantener la transparencia que a lo largo

del concurso del CAM se viene cuidando tan celosamente en todas las distintas etapas;

también que sea una instancia que brinde seguridad de imparcialidad evitando concentrar

en un solo profesional o en un solo cuerpo de profesionales la decisión de este informe

tan importante que establece la ley. Que el proyecto buscaba reflejar también el principio



de imparcialidad además del de transparencia y el de continuidad de los procesos. Señaló

que también con esta redacción se pretendía proteger la intimidad de aquellos postulantes

que debían someterse a esa instancia. Que todos estos elementos habían sido tenido

presentes y habían sido elaborados a lo largo de muchas reuniones, muchos debates, se

había tenido en cuenta un montón de alternativas y la opinión de algunos consejeros como

por ejemplo el caso del doctor Estofán que proponía que la evaluación sicológica se

realice por un cuerpo estable dentro del Consejo. Que había quienes propusieron en

algunas instancias que se realicen distintos tipos de evaluaciones y que todo había sido

receptado en el proyecto, evaluado, discutido y que se había llegado a la elaboración.

conjunta por todo el Consejo del proyecto que era el que contaba con el consenso

mayoritario de los consejeros. Solicitó que previo a la votación por secretaría se leyera el

proyecto completo de redacción de la modificación del Reglamento Interno del Consejo

Asesor de la Magistratura a fin de receptar la reforma efectuada por la Ley n* 9186. Previa

lectura por secretaría del tenor del proyecto de acuerdo, la Dra. Rodríguez Campos

solicitó se emitieran los votos nominalmente. Votaron por la afirmativa a la aprobación

los consejeros: Rodríguez Campos, Padilla, Córdoba, Vals, Marquetti, Najar. Al

requerírsele el voto a la Leg. Pecci expresó que no estaba de acuerdo con el proyecto y

que explicaría sus razones brevemente porque ya lo habían conversado. Que básicamente

creía que el examen psicológico tenía que limitarse a establecer una patología clara que

impida a la persona ejercer la función porque de lo contrario se estaría generando una

herramienta externa al Consejo que puede no determinar la participación o no del

concurso porque eso se sabía que iba a estar en manos de los consejeros después decidir,

pero sí influir ciertamente sobre ciertas condiciones personales que creía que no deberían

estar en un informe psicológico de estas características más aún cuando después, al

acceder al cargo, iba a ser sometido o debía ser sometido, como actualmente es, a un

examen psicofísico donde también se lo iba a examinar. Que en ese sentido, no estaba de

acuerdo con el proyecto. Vota por la negativa. Continuando con la votación nominal se

expresaron por la afirmativa los consejeros Cossio, Sale, Seguí y Sánchez. Con lo que

quedó aprobado el acuerdo de modificación del Reglamento Interno. La Presidenta

manifestó que quería hacer una aclaración respecto a la redacción de lo que se solicitaba

para el informe psicológico. Que siempre se tenían presentes las características de la
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función para la que se postulaba, así que dentro de la redacción estaba contemplado. Que

si bien era amplio el espectro de lo que se solicitaba, también estaba condicionado al

cargo para el que se estaba postulando. Manifestaciones sobre la tarea llevada a cabo

por el Consejo Asesor de la Magistratura durante la emergencia sanitaria por covid-

19. El Dr. Marquetti enfatizó que antes de que se pase de tema quería hacer uso de la

palabra. Que quería referirse a publicaciones periodísticas que había leído sobre la

función del CAM en estos tiempos de pandemia, en estos tiempos donde por ahí muchas

instituciones no podían arrancar. Que el CAM había dado el ejemplo de que se podía, con

mucha voluntad, con entusiasmo, con responsabilidad se podían lograr estos objetivos.

Que quería felicitar a los colegas miembros de este Consejo porque todos habían puesto

su granito de arena, estando muchas horas muchas veces sentados en las sesiones en las

entrevistas; estudiando todos los mails, todos los proyectos de acuerdos, todos los

antecedentes de los postulantes. Que esto hablaba del compromiso que todos y cada uno

tenía en la función que le tocaba ejercer. Que eran quienes daban la cara, los que ponían

el nombre para cualquier eventual denuncia, demanda o querella de alguno que no esté

de acuerdo con sus decisiones. Pero que también quería decir que de nada serviría ese

aporte si no tuvieran una Presidenta con la impronta que tenía la doctora Rodríguez

Campos, que contaba con la inteligencia emocional para enfrentar, muchas veces, algunas

diferencias que había, ique existían por ser seres humanos; cada uno con una historia

personal, cada uno con una subjetividad; distintos y que estaba bueno que así fuera. Que

en una institución de la democracia muchas veces los consensos se lograban discutiendo

o conversando, como sucedía aqui, que pasan los temas para el día siguiente, para la otra

semana, para el otro mes o, en algunos casos, como este tema de la evaluación

psicológica, que les llevó tres o cuatro meses ponerse de acuerdo; o, por ejemplo, en su

ES «momento cuando había que discutir los puntos que le daban a las especializaciones de

ge Salamanca. Que creía que lo importante de todo era -en política se habla de “muñeca”. la

muñeca que había sabido tener para poder sobrellevar esta situación. Que gran parte de

este presente del CAM tenía mucho que ver con su capacidad de liderazgo. Y que

tampoco se quería olvidar de los anónimos, de los que no se les veía la cara, los que

trabajaban todos los días para que el CAM tuviera este presente: los empleados y

funcionarios del CAM. Que quería aprovechar esta circunstancia acá en la persona de los



secretarios, de Sofía y de Fabricio, de hacerles llegar las felicitaciones y que se sientan

parte (una parte muy importante de este presente del CAM) que con sinceridad estaba

feliz y muy orgulloso de integrar. A su turno la Dra. Seguí señaló que también se sentía

muy contenta de integrar este CAM y muy satisfecha y que sea la Dra. Eleonora su

Presidenta, porque fue un período difícil en el que, quizás, podrían haberse relajado un

poco, o sin relajarse no encontrar las herramientas pero las encontraron rapidísimo con la

colaboración del personal todos los días a las herramientas las tuvieron ahí nomás y fue

aquel famoso protocolo. Que veía un compromiso enorme que les agradecía a todos. Que

incluso a algunas de las discusiones más intensas que habían tenido las protagonizó ella,

que tuvo algunas diferencias con el doctor Cossio, con quien no hubiera querido tener una

diferencia personal -que ojalá no lo fuera-. Pero que creía que valió la pena y que iban

camino a seguir reformando. Que esos hilitos que tiraron parecen cosas que pueden

permitir que sigan reformando. Dio las gracias al personal, a Sofia y a Fabricio; a los

chicos que sostenían todo. A la Dra. Eleonora, porque los conducía de maravilla y a todos

los consejeros porque le encantaba formar parte del Consejo en este tiempo. La Dra.

Rodríguez Campos manifestó que le quería agradecer las palabras. Que el doctor

Marquetti la había emocionado muchísimo. Que era un honor conducir este Consejo; que

todas las personas eran muy trabajadoras, muy responsables, que sabían cabalmente lo

que estaban haciendo; que cada una de las discusiones, cada una de las sesiones, cada una

de las reuniones de trabajo, enriquecían profundamente al CAM, Y, que en lo personal,

era un honor formar parte de este Consejo. Que tenía un equipo maravilloso y que podían

hacer todo eso porque tenían realmente puesta la camiseta; un equipo que los cuidaba, un

equipo que estaba para trabajar con ellos y al ritmo que iabn pidiendo y solicitando, y aún

más allá, cada vez con propuestas nuevas, VIL- Coneurso n* 190 (Juez/a del Tribunal

de Impugnación del Centro Judicial Capital). La Presidenta informó que estaban

presentes en la sala virtual, conforme al protocolo oportunamente aprobado, al que habian

expresado su aceptación, los postulantes en condiciones de ser entrevistados en el

presente concurso y que se daría inicio a la entrevista del concurso n? 190. A través del

área técnica se dio ingreso a la sala de reunión remota del Consejo al primer postulante,

Doctor Agustín Francisco Puppio. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el

doctor Agustín F. Puppio. Dra. Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor. Como usted
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bien sabe le tengo que consultar si se encuentra solo en la sala desde donde está realizando

la entrevista. Dr. Puppio. Sí, estoy solo. Dra. Rodríguez Campos. Le voy a pedir que

durante todo el tiempo que dure la entrevista mire a la pantalla, también le voy a pedir

que no reformule en voz alta las preguntas que no entienda si no que le pida a los

consejeros que se la repitan. Usted ya sabe pero por Reglamento, le tengo que contar que

la entrevista comienza'con su presentación y luego continúa con las preguntas de los

consejeros. Así que, doctor, habiéndole dado la bienvenida le voy a pedir que se presente,

nuevamente, ante este Consejo y nos cuente aquello que a usted le parezca relevante traer

en esta entrevista. Lo escuchamos. Dr. Puppio. Mi nombre es Agustín Puppio, tengo 39

años, terminé los estudios de abogacía en la Universidad Nacional de Tucumán en el año

2005. Trabajo en la Secretaría Penal del Juzgado Federal n* 2, actualmente con cargo de

Prosecretario, ingresé allí por concurso hace ya casi 13 años, previo a eso, ejercí la

profesión libre por un período muy breve de tiempo. Después de recibirme hice una serie

de capacitaciones, entre ellas, cursos de posgrado en la Universidad Nacional de

Tucumán, en la UBA, también concluí el programa de la Escuela Judicial de la Nación,

de Formación de Aspirantes a Magistrados y, actualmente, estoy concluyendo un

posgrado en la Universidad Austral. Eso creo que es una síntesis de los antecedentes que

faltan en el CAM. Dra. Rodríguez Campos. Muy bien. Tiene la palabra el doctor Sale.

Dr. Sale. Buenas tardes, doctor y felicitaciones, nuevamente, en este concurso que

tenemos la oportunidad de entrevistarlo. Quiero preguntarle sobre un tema que,

seguramente, va a traer algunas contradicciones, como por ejemplo, el anticipo

jurisdiccional de prueba, ya que se habla mucho del derecho a contra examinar en

oportunidad del juicio oral, en este caso se legisla en el Código nuevo, en el artículo 225,

el anticipo jurisdiccional de prueba, ¿qué opina de ese instituto y si recuerda cuáles serían

los casos en que se puede utilizar este instituto? Dr. Puppio. El anticipo jurisdiccional de

prueba está previsto en el Código nuevo, entre otros casos para producciones de prueba

cuya producción, valga la redundancia, sea urgente, como por ejemplo, declaraciones de

testigos, quizás de avanzada edad o que tengan necesidad de recibirse ahora o las

declaraciones de víctimas, la Cámara Gesell, también por ejemplo, es una medida que

tiene que realizar el juez con el debido resguardo de las garantías de las partes en el

proceso. Para que estas medidas tengan validez el Código da una serie de pautas, tienen



que hacerse, por supuesto con notificación debida a las partes, con la posibilidad de que

la defensa pueda concurrir y controlar la prueba. En estos casos la defensa va a tener ahí

la posibilidad de hacer las interrogaciones y las aclaraciones que tiene pertinente; en los

casos en los cuales no se cumplan estos requisitos el Código también prevé una sanción

en cuanto a la ineficacia de los actos procesales que están también previstos en el marco

de las exclusiones probatorias, pero en cuanto a, por ejemplo, la falta de notificación a la

defensa, de la realización de una cámara Gesell, da lugar a una causal de nulidad absoluta

por falta de intervención de una de las partes. Por supuesto que puede ser convalidado

también por la defensa, por las partes o por el fiscal que se vea afectado. Justamente, hace

un tiempo leí una sentencia interesante del Tribunal de Impugnación de Concepción

donde se planteaba el tema de la falta de notificación a la defensa de la cámara Gesell y

las consecuencias que tenía, pero luego se había realizado una segunda cámara Gesell en

donde la defensa ya había tenido oportunidad de participar, entonces ahí se había

convalidado la realización de la medida, se había asegurado el derecho de defensa, por lo

tanto el agravio había perdido actualidad, digamos. Eso es, en grandes rasgos, el instituto

del anticipo jurisdiccional del juez. Dr. Sale. ¿Y recuerda, doctor, quién es el obligado a

resguarda esa prueba hasta el juicio? Dr. Puppio. Me acuerdo el caso puntual de la

cámara Gesell que es el fiscal el que tiene que notificar a la defensa y es también el

encargo del resguardo de la prueba. Dr. Sale. Muchas gracias, doctor. Dra. Rodríguez

Campos. Tiene la palabra el doctor Padilla. Dr. Padilla. Doctor, felicitaciones por el

examen y quería hacerle una pregunta un poco de opinión. No sé si vio en Buenos Aires,

últimamente, los medios de comunicación han puesto mucho énfasis en todos estos casos

en donde personas que sufren robos, de alguna manera, se defienden ante estos, no sé si

vio el caso del jubilado de 71 años, que ha sufrido el ingreso en tres oportunidades

distintas de ladrones a su casa, que tenía un arma, el hombre se defiende, hiere a un ladrón

dentro de su domicilio, después sale, lo persigue y, aparentemente, lo mata fuera de su

domicilio. Yo le quería preguntar qué opinaba sobre la calificación de este hecho ¿hay

legítima defensa? ¿hay exceso de legítima defensa o bien homicidio simple agravado por

el uso de arma de fuego? Y también qué opinaba sobre el hecho de que esta persona de

71 años ha estado detenida tres o cuatro días en la comisaría a pesar de que estaba

lesionada, que tenía afecciones y, sobre todo, por la edad. ¿qué opinión le merece esa
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detención? Dr. Puppio. La verdad es que ese caso es un caso complicado para dar una

opinión jurídica sobre el tema y también, por supuesto, uno no conoce tanto los detalles

de la causa sino, como usted bien dijo, conoce solamente por los medios de comunicación

y sobre todo porque la noticia se dio de un modo y luego se fueron ampliando otro tipos

de circunstancias que rodearon al caso, como por ejemplo, la aparición de un vídeo último

donde se muestra una'secuencia de hechos que da una pauta general, nada más que

general, de la situación. En el caso de este jubilado, la legítima defensa me parece, como

le digo, en el marco de estos antecedentes que uno tiene por medio de la prensa, sobre

todo como le digo del último vídeo, no me parece que sea el caso de una legítima defensa,

esto es solamente por lo que uno ve en la presan, habría que conocer un poco más los

detalles del caso, pero por eso únicamente no. Para que haya legítima defensa sabemos

que tiene que haber una agresión ilegítima, que tiene que haber una necesidad y que tiene

que haber, como dice el Código Penal, una necesidad racional del medio empleado; esto

implica que tiene que haber una cierta proporcionalidad en la defensa que uno ejerce con

relación a la agresión. También este caso planteaba el tema del límite temporal a partir

del cual se podría ejercer la legítima defensa, es decir, si el robo ya se había consumado

o todavía era posible ejercer la legitima defensa una vez que el ladrón o el delincuente

estaba huyendo y ya había terminado la parte de la agresión propiamente dicha, o sea, que

había concluido el segmento de violencia del hecho. Ahí también si uno piensa

doctrinariamente, quizás, habría alguna postura en donde sustentaría en que todavía

mientras se pueda recuperar el objeto robado y mientras pueda todavía defenderse la

propiedad cabría el ejercicio de la legítima defensa; y otros, como le digo, dicen bueno,

una vez que finalizó la agresión ya habría terminado la oportunidad para el ejercicio de

este derecho. En mi opinión personal y por lo que veo, creo que no cabría alegar legítima

defensa en base al último vídeo, sobre todo por la forma en que lo ultima al delincuente.

Después, con respecto a la calificación legal ahí también habría que atender algunas

circunstancias del caso, también hay que analizar ángulos que podrían ser, como usted

dice, un homicidio agravado por uso de arma de fuego, un homicidio agravado por

alevosía o, incluso también, un homicidio atenuado por emoción violenta; esa también

creo que es otra de las opciones de calificación legal que podría haber, tendría que ser

probado todo esto en la causa, pero si está probada la situación de emoción violenta y



también la actualidad de la emoción, la duración de la emoción hasta el momento en que

efectúa el disparo y, sobre todo, por la situación traumática que había vivido previamente

esta persona, también podría ser una de las opciones. Pero bueno, eso como le digo,

depende un poco más del análisis del expediente, pero en general ese es como el panorama

de opciones que yo veo así desde afuera y del análisis solamente de lo que uno puede ver

por los medios periodísticos. Dr. Padilla. También sobre la detención, no sé si vio que

estuvo detenido tres o cuatro días, ¿qué opina de esa situación en virtud de la edad, que

tenía afecciones en la salud, de que estaba lesionado por el hecho? Dr. Puppio. En

principio creo que estaban habilitados los requisitos, por lo menos para su prisión

domiciliaria por el tema de la edad y, como usted dice, por el tema de la enfermedad. La

verdad es que no sé en qué se habrá basado el juez o el fiscal para pedir una detención en

una comisaría, pero en base a esos requisitos objetivos me parece que correspondía la

detención domiciliaria. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Sánchez.

Dr. Sánchez. Doctor, buenas tardes y felicitaciones por la instancia en la que se

encuentra. Quiero hacerle una pregunta que tiene que ver con el tema que hoy por hoy es

central en la investigación de los sistemas adversariales. Nosotros tenemos, por un

principio que ya tiene vigencia en anteriores sistemas procesales, lo que se conoce como

libertad probatoria, sin embargo, más propio de los sistemas adversariales los Códigos

con reglas de evidencia ¿qué opinión le merece la posibilidad de incorporar Códigos con

reglas de evidencia a nuestro sistema Procesal? Dr. Puppio. Me parece que en algunos

países donde ya está instalado un sistema adversarial con un cierto tiempo existen reglas

de evidencia, algunas que fueron incorporadas en el Código, por ejemplo, son muy

conocidas y utilizadas las reglas de evidencia de Puerto Rico. Me parece que, como usted

dice, va a ser difícil hacer la compatibilización entre ese tipo de sistema y al que nosotros

estamos acostumbrados, del principio de libertad probatoria; sin embargo, creo que,

jurisprudencialmente, sabemos que se han ido formando una serie de reglas que se aplican

en el marco de la libertad probatoria, sobre todo en materia de exclusión probatoria hay

una jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación bastante profusa o por lo menos que

da ciertos lineamientos, así que me parece, sin perjuicio de utilizar las reglas de evidencia

que se utilizan en otros países pueden ser aquí aplicadas perfectamente siempre que

guarden coherencia con la jurisprudencia de la Corte y con las reglas legales que haya en
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el Código, me parece que no habría inconveniente y no creo que sea algo problemático,

por el momento, para el funcionamiento del sistema, en tanto uno pueda tomar todas esas

herramientas. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Cossio. Dr. Cossio.

Doctor, nosotros tenemos un Código Penal que ya cumple casi un siglo de vida, que tiene

más de 900 modificaciones en el curso de estos 100 años, ¿usted cree que llegó el

momento de hacer una reforma total o seguimos con esto de reformas parciales? Ahora

en Diputados de la Nación hay un montón de proyectos de reforma, ¿usted qué considera

con respecto a eso? y en el caso de reforma, me gustaría conocer ¿para usted, qué tipos

penales deberían ser excluidos de nuestro Código actual y qué tipos penales se deberían

incorporar? Obviamente, los más importantes para usted. Dr. Puppio. Le pido disculpas,

doctor, la primera parte de su pregunta no la escuché bien. Dr. Cossio. Quería saber si

usted considera que tiene que haber una reforma total del Código Penal o considera que

haciendo modificaciones parciales pierde sistematicidad, quiero su opinión respecto a eso

y en el caso de que considere que tienen que haber reformas me gustaría conocer su

opinión a si hay que eliminar algunos tipos penales que están actualmente regulados, en

cuyo caso cuáles y por qué motivo, y cuáles se deberían incorporar en forma imperiosa.

Dr. Puppio. La pregunta es bastante amplia, lo que le puedo contestar a eso es que, ¿cuál

es la situación actual de la legislación penal? Es una legislación que a lo largo del tiempo

ha ido teniendo diversas modificaciones que han concluido en que el Código Penal,

muchas veces no guarde proporcionalidad en las penas entre los delitos porque se han ido

haciendo modificaciones e incorporaciones de delitos o elevaciones de pena sin guardar
una sistematicidad y coherencia en todos los delitos. Paralelamente a eso se han ido

creando en leyes especiales, por aparte del Código Penal, otra cantidad también muy

grande de delitos; de hecho cuando uno compra un Código Penal con las leyes especiales

ve que el Código Penal es una parte pequeña y las leyes especiales forman todo un

apartado, incluso, más amplio y más grande que el Código Penal. Entonces, la necesidad

de una sistematización de todo eso en un cuerpo unificado y que guarde proporcionalidad,

sobre todo entre las penas de los distintos delitos, me parece que es una tarea que en algún

momento hay que hacerla, de hecho, hubo una Comisión hace poco encargada que redactó

un anteproyecto del Código Penal, que creo que el Presidente anterior llegó a remitir al

Congreso. A su pregunta, sí me parece indispensable y es una tarea que hay que llevar
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adelante estas modificaciones, por supuesto que son modificaciones que al tocar temas

muy sensibles no es tan fácil lograr el consenso político para su aprobación. Por ej emplo,

uno piensa en el tema del aborto, que genera tanta controversia y, por supuesto su

incorporación al Código y su regulación es algo que al ser un tema donde hay muchos

desacuerdos sociales por ahí se hace conflictivo. La verdad es que en este momento no

pienso en algún delito en particular que haya que incorporar o la verdad que sacar, sí creo

que la creación y la incorporación de figuras delictivas por el solo hecho de que estén en

el Código Penal no es una solución, por supuesto, para los temas de seguridad porque

muchas veces se cae en lo que se llama el Derecho Penal simbólico, que es la sanción de

normas penales al solo efecto de demostrar a la sociedad que uno está haciendo algo pero

en realidad no tiene ninguna relevancia práctica y que, en definitiva, también son tipos

penales que no tienen ninguna aplicación. Por eso lo que creo que más que sancionar

nuevos delitos o nuevos hechos delictivos o tipificar, mejor dicho, nuevos delitos, lo

importante es que se haga esta tarea de sistematización y análisis integral del Código

Penal para que el Código pueda tener una coherencia y una proporcionalidad entre las

penas. Pero bueno, le repito, no creo necesario por lo menos en lo que se me viene ahora

a la mente, incorporar ningún tipo de delitos y en cuanto a sacar delitos, la verdad es que

en estos momentos tampoco le podría decir qué delitos del Código Penal habría que sacar,

como indispensables. Esa sería mi respuesta. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra

la Legisladora Pecci. Leg. Pecci. Doctor, mi pregunta es un poco tomando los temas que

se vienen hablando, cuando hablaba de la inseguridad, cuando hablaba del caso del

jubilado que ha sido detenido y la relación del cargo al cual usted aspira, con la prensa,

es un cargo muy mediático, es un cargo que está muy observado y, fundamentalmente, la

pregunta se divide en dos. Por un lado ¿cuál es su opinión, sabemos que hay una profunda

crisis de inseguridad, y qué responsabilidad cree que tiene la justicia en esta crisis? y, por

otro lado, ¿cómo juzgaría, en el caso de que usted acceda a este cargo, la presión que se

ejerce desde la prensa, muchas veces cuando algunos casos toman estado mediático,

¿cómo se conjuga eso en una situación de decisión en el momento en que tiene que decidir

absolver o no? Dr. Puppio. Como usted dice, es una cuestión complicada. Con relación

a la primera parte de su pregunta, sobre la responsabilidad del Poder Judicial en la

inseguridad, creo que es muy marginal o muy secundaria, digamos, no tiene una
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incidencia directa, el Poder Judicial no es el responsable directo de la seguridad o la

inseguridad, es claro que son los poderes políticos los que tienen que desarrollar la política

pública en materia de seguridad. Ahora, el Poder Judicial sí puede tener algún tipo de rol

O participación en cuanto a la colaboración, pero la responsabilidad y las medidas

principales son de los poderes políticos. También me gustaría hacer una diferencia que es

que, yo cuando me refiero al Poder Judicial me refiero a los jueces, porque el Ministerio

Público Fiscal sí estaría en una posición, me parece, un poco distinta en cuanto al rol en

materia de seguridad; creo que sí el Ministerio Público Fiscal tiene un poco más que

aportar en ese tema porque es el encargado del diseño de la política criminal en cuanto a

la persecución penal. Entonces, la persecución penal es importante en cuanto a lo que

puede hacer respeto a, por ejemplo, los niveles de criminalidad porque el Ministerio

Público Fiscal si desarrolla una política criminal acorde con las estadísticas, por ejemplo,

y los delitos que más se producen o incluso los que se denominan los mercados delictivos,

por ejemplo, el mercado de la droga, el mercado del robo a la propiedad en general, de

celulares, en fin, hay diversos mercados delictivos, el robo de vehículos, de motos, hay

mercados delictivos que van variando. Entonces, el Ministerio Público Fiscal cuenta con

una serie de números y estadísticas para desarrollar una política de persecución penal más

eficiente que eso sí podría tener algún tipo de impacto en materia de seguridad. Pero el

rol del Poder Judicial, de los jueces, puntualmente, creo que no es tan directo en materia

de inseguridad, como le digo, sí puede participar en ciertas acciones que desde los poderes

políticos se propongan, le doy también un ejemplo, parte del Poder Judicial, tanto

provincial como Federal, integró comisiones en materia de inseguridad, en la Comisión

de Seguridad de la Legislatura creo que participan algunos jueces y miembros del

Ministerio Público Fiscal, obviamente, pero ese sería un poco el rol del Poder Judicial en

materia de inseguridad. Por aparte también está, quizás otro rol mucho más indirecto que

tiene que ver ya con la función de la pena en el marco de la sociedad, ya sea que uno tome

la postura de la prevención general o de la prevención especial, y en ese sentido puede

tener pero incidencia directa en materia de criminalidad, lo que hagan los jueces creo que

no es ni el rol principal del Poder Judicial y solo puede hacerlo en el marco de una

concepción colaborativa de la división de poderes, en donde la división de poderes no se
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modo dialógico en donde para solucionar un problema que nos afecte a todos se sienten

los tres poderes a dialogar. Eso pienso con relación a la primera parte de su pregunta. Con

relación a la segunda parte, el tema de la presión mediática, es un tema complicado, sí,

seguramente para el juez, un juez tiene ciertas salvaguardas institucionales de

independencia que se la proveen la Constitución y los medios legales, pero eso llega hasta

cierto punto, ya después, a partir de ahí ya queda a cada juez tener la valentía, la

convicción de fallar según lo que verdaderamente está en la causa, digamos, sin dejarse

influenciar por los medios periodísticos, por los medios de prensa. Pero, como le digo,

más allá de las salvaguardas institucionales que tenga, eso ya depende mucho de cada

juez y de las convicciones de cada juez; se supone que si uno aspira a ese cargo está en

condiciones de soportar ese tipo de presiones y de poder fallar según las convicciones y

el leal entender de cada uno, pero no hay algo que a uno lo pueda inmunizar respecto a

eso, es algo que corresponde a la persona de cada Magistrado. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra la Legisladora Najar. Leg. Najar. Doctor, bienvenido, excelente su

examen. Le hago un comentario, el incremento en los casos de inseguridad ciudadana que

se han visto y que es una constante en los últimos tiempos tanto en Tucumán como en la

Argentina, me gustaría saber su opinión, como estudioso del Derecho Penal y como

ciudadano ¿cree que la portación de armas de fuego pueda ser una solución o es más bien

algo que habría que evitar? Dr. Puppio. No, creo claramente que la portación de armas

es empeorar el problema y no solucionarlo. Incluso, hay programas, creo que desde el

poder político se tienen que incentivar, se tienen que crear y extender programas de

desarme de la población, todos los hechos de inseguridad se han manifestado con el uso

de armas de fuego, tiene que ver con la posibilidad que no es tan complicado conseguir

un arma, también, por ejemplo, en muchos casos de femicidios también el hecho fue

cometido con arma de fuego y eso es un problema, me parece que, lejos de aportar a la

seguridad va a llevar a una situación mucho más caótica de la que está actualmente; creo

que lo que hay que apuntar es al desarme y no a darle a cada ciudadano un arma de fuego.

Dra. Rodríguez Campos. Doctor, hoy en el CAM aprobamos el llamado a concurso para

juzgados especializados en violencia contra la mujer, de esta manera estamos dando

cumplimiento a la ley 8967, que dispuso su creación, ¿usted cree que este tipo de medidas

y de decisiones de creación de nuevos juzgados colaboran con la prevención y ayudan a
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evitar los femicidios? En este caso estos juzgados son de violencia contra la mujer, es un

juzgado Civil y un juzgado Penal en cada uno de los Centros Judiciales de la Provincia.

Dr. Puppio. Mire, en general como aporte para el tema de los femicidios no me parece

que tenga mucha incidencia directa en que haya un juzgado especializado en violencia de

género, Sí creo que para la prevención de la violencia de género de nuevo acá se tienen

que coordinar una serie de acciones por parte de todos los actores que intervienen en esta

problemática bastante extendida y compleja. Me parece que la creación de juzgados de

violencia de género también depende de las estadísticas que se manejan respecto de las

respuestas que tienen los casos de violencia de género en los juzgados comunes. Me

parece más importante como de hecho ya existe en la Provincia que haya fiscalías

especializadas en violencia de género y que también haya oficinas especializadas en la

contención y en la atención de las víctimas de violencia de género y que además se

extiendan y se profundicen también los programas que ya hay de protección de estas

personas en situación de vulnerabilidad. También creo que es importante ampliar el

acceso a la justicia de parte de estas personas como ya se viene haciendo en buena medida

con la posibilidad de hacer denuncias por WhatsApp, la posibilidad de ayuda económica

para solventar un mantenimiento en caso de que sean personas que dependan

económicamente de la pareja y por eso no la puedan abandonar. Entonces, que haya lugar,

medidas económicas de apoyo. Me parece que en toda esa red que les estoy mencionando,

de fiscalía, de órganos estatales, de oficinas del Poder Judicial, me parece que son capaces

de dar una respuesta más primordial desde ese lado que del juzgado especializado en

violencia de género, que bueno, por supuesto que viene a ayudar, sin dudas, pero como

le digo me parece que lo principal está del otro lado. Desde el lado del Poder Judicial

habría que ver dos cosas, primero que los jueces estén efectivamente aplicando la

perspectiva de género, el juez común, el juez que interviene en el proceso común esté

aplicando la perspectiva de género, se capacite en perspectiva de género y en ese sentido

ya estaría cumpliendo un rol importante en la materia sin necesidad de crear un nuevo

juzgado, pero bueno, 'si está creado bienvenido sea, pero en general mi opinión ,lo

importante es que todas los jueces se capaciten en una temática que hoy está atravesando

la sociedad en todos sus aspectos. Dra. Rodríguez Campos. Gracias doctor. Se retira de

la sala virtual de reunión el doctor Agustín F. Puppio. Doctora Laura Julieta Casas.
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Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión, la doctora Laura J. Casas. Dra.

Rodríguez Campos. Buenas tardes doctora Casas. Antes que nada darle la bienvenida,

felicitarla por su desempeño en el concurso. Le vamos a preguntar antes que nada, ¿se

encuentra sola en la habitación donde está transmitiendo la entrevista? Dra. Casas. Sí,

doctora. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que durante toda la entrevista mire

la pantalla. También le vamos a pedir que ante las preguntas de los consejeros, no las

repita en voz alta, sino que cuando no entienda alguna pregunta le pida al consejero que

la vuelva a formular. Le voy a contar que esta entrevista se va a desarrollar, primero con

una presentación suya y luego a través de las preguntas que le van a ir haciendo los

consejeros van a ir levantando la mano y solicitando la palabra y en ese orden se la voy a

ir otorgando para que formulen las mismas. Le doy la bienvenida y le voy a pedir que se

presente ante el Consejo y que nos cuente cualquier dato que a usted le parezca de

relevancia que debamos conocer en el ámbito de esta entrevista. Dra. Casas. Buenas

tardes a todos los consejeros y consejeras. Me desempeño actualmente en la Justicia

Federal como secretaria de ejecución, pero comencé como auxiliar, estoy ahí hace 19

años trabajando en ese fuero; además de eso tengo una especialización en Derecho Penal

por la Universidad de El Litoral que se la dio en la Universidad Nacional de Tucumán,

diplomada en Derechos Humanos de las Mujeres de la Universidad de Chile, doy clases

en la facultad, soy profesora de Derecho Constitucional, estuve también en la cátedra de

Teoría del Estado. Es una parte importante la docencia porque también doy capacitaciones

en la Escuela Judicial del CAM. Tengo un hijo que está por cumplir 20 años y yo tengo

48 años. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Sale. Dr. Sale. Buenas

tardes doctora. La felicito por haber llegado a esta instancia y mi pregunta va dirigida a

un instituto que incorpora la Ley n* 8.933 que es la del anticipo jurisdiccional de prueba

¿Qué me puede decir de eso y cuáles serían los casos? Dra. Casas. El anticipo

jurisdiccional, si no me equivoco, está en el artículo 225 y tiene lugar en aquellos casos

en donde por ejemplo no va a poder brindarse una testimonial con posterioridad por

alguna dificultad que pueda tener el testigo o por ejemplo, aquellos casos en donde hay

que anticipar pruebas por ejemplo donde hay niños, niñas y adolescentes, este tipo de

víctimas de delitos, una cámara Gesell por ejemplo, ese es otro tipo de anticipación de

prueba y si estamos ante una cámara Gesell tiene que usarse un protocolo. Tengo
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entendido que hay proyectos para modificar este protocolo. Esos son, básicamente, los

casos de anticipación de pruebas que es cuando por circunstancias excepcionales no se

las va a poder producir a esas pruebas y por lo tanto hay que preservarlas, porque es una

prueba fundamental para el proceso, y después eventualmente para la audiencia de debate

oral. Dr. Sale. ¿Quién es el encargado de resguardar esa prueba, doctora? Dra. Casas.

En el sistema adversarial con el nuevo código esta función la tiene el fiscal que es quien

va a resguardar esta prueba. Acá hay una discusión porque por ejemplo en el tema de la

cámara Gesell hay una discusión si siempre tiene que estar el juez o si es algo que puede

acordar la defensa y la fiscalía en llevar a cabo este tipo de anticipo de prueba, porque si

bien aquí actúan y son fundamentales los auxiliares de la justicia que son los sicólogos

que van a actuar en este caso por ejemplo de cámara Gesell, la presencia del juez resultaría

importante. Ahora bien, es también cierto que con el nuevo sistema y la multiplicidad de

audiencia que va a haber es muy probable que quizás el juez no puede estar en este tipo

de anticipo de pruebas de la cámara Gesell. Dr. Sale. Esto viene un poco a contraposición

de lo que dice Alvarado Velloso que habla del famoso trípode, y me parece que el sisterna

adversarial es el fiscal y la defensa nomás y el juez no debería intervenir mucho. Es una

posición. Dra. Casas. Es así, lo que pasa es que en aquellas cuestiones, como eso después

va a subir a la audiencia de debate oral o quizás alguna controversia que haya que resolver

en ese momento entre las partes, en eso estoy pensando, pero por supuesto el juez es un

tercero absolutamente imparcial y acá el acuerdo entre el fiscal y la defensa es

fundamental, por eso digo que hay toda una controversia si el juez debe estar o no en este

tipo de anticipo de prueba. Dr. Sale. ¿En el marco de esta situación que está pasando en

Lastenia con el tema del Covid, usted cree que puede llegar a afectar de alguna manera la

iniciación del nuevo proceso O cree que se puede manejar vía remota, también? Dra.

Casas. Creo que se puede manejar vía remota. De hecho hay una nueva Acordada de la

Corte, no recuerdo el número, que dispone que el personal, los funcionarios judiciales

que trabajan en los centros judiciales, por ejemplo de La Banda del Río Salí van a trabajar

de manera remota, justamente por esa situación que hay en esa localidad en Lastenia. A

mí me parecer que no, sería una dificultad que el nuevo código se implemente el 1? de

septiembre y que se actúe de manera remota, porque de hecho el Poder Judicial de la

Provincia está realizando, y donde yo estoy que es el fuero federal se están haciendo
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audiencias de debate oral remotas y son audiencias, sí se pueden hacer audiencias de

debate oral remotas que implican muchas veces una gran cantidad de testigos y toda esa

producción de pruebas que se llevan a cabo en una audiencia de debate oral, no veo

inconvenientes, por supuesto es necesario arbitrar todos los medios para que estas

audiencias funcionen y tiene que haber buena voluntad de todos los operadores de la

justicia, porque es gestionar la incertidumbre, estamos en un momento de una absoluta

incertidumbre porque es como que día a día hay que tomar decisiones y medidas al

respecto y es importante que el Poder Judicial lo haga y lo tiene que hacer porque dicho

poder no hay que olvidar que es un poder del Estado, el Poder Judicial es el Estado

también y si bien las medidas de excepción y de restricción de derechos las tendría que

tomar el Poder Legislativo, pero las está tomando el Ejecutivo por esta cuestión

excepcional. El Poder Judicial no puede quedar afuera de esto porque es un poder del

Estado, tiene que dar cuenta justamente por eso y porque hace a la República, hace a la

publicidad de sus actos, hace a la gestión de sus actos y tiene que aggiornarse a eso,

porque aparte no solamente está en juego el derecho del imputado de acceder a un juicio

en un plazo razonable, sino también de la víctima a la tutela judicial efectiva, es decir el

Poder Judicial tiene que de alguna manera dar respuesta que yo entiendo que las está

dando. Dr. Sale. Yo me referia al tema de que independientemente que sí se están

haciendo juicios orales de manera remota, me refiero a aquella primera parte de la

investigación penal preparatoria, la persona es aprehendida y ahora que está tan en boga

el tema de la violencia institucional, el tema policial que parece que hay que tratar

cuidadosamente respecto de poner una persona recién aprehendida frente a una cámara

de la comisaría para hacer una formalización Dra. Casas. Es que ahí, de nuevo hay que

empezar a arbitrar protocolos para ver en esos casos cómo se va a actuar. Pero yo creo

que sí es posible, de hecho se están haciendo, se pueden regular situaciones de excepción.

Yo creo que hay que hacer un protocolo. Dr. Cossio. Doctora, buenas tardes. Tenemos

en vigencia un Código Penal que es de principio del siglo pasado con un montón de

modificaciones. ¿Quiero saber su opinión personal con respecto a si es necesario o no una

reforma total del Código Penal y en el caso que así lo considere me gustaría conocer su

opinión, cuáles tipos penales deberían ser eliminados que están actualmente vigente y

cuáles deberían ser incorporados en este Código Penal a futuro? Dra. Casas. A mí me
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parece que sí hay que reformar el código porque yo creo que existen aparte muchas leyes

que son complementarias de dicho código y esto habría que ordenarlo; el proyecto de

Código Penal que me gustaba era el proyecto de reforma en donde estaba el doctor

Zaffaroni, porque me parecía que tenía primero que aclarar una serie de figuras penales y

después también porque aclaraba o brindaba como mayor seguridad respecto de

determinados institutos, por ejemplo, todo lo que significaba la ejecución de la pena había

un instituto que establecía claramente el tema de qué significaba la perpetua, porque en

realidad la prisión perpetua no existe como perpetua con el nombre ad eternum, tiene un

límite y ese límite está dado, la mayoría de los autores dicen por el tratado de Roma, con

el delito de genocidio, ese sería y al que nuestro país suscribió. Por ejemplo, esos ajustes

me parecen que son importantes para evitar jurisprudencia dispersa, que se impongan

distintos tipos de penas sin tener, por ejemplo, esas precisiones. Me parecía interesante,

había toda una discusión respecto de si volvían por ejemplo en el caso que es una figura

que se la había sacado que es el caso de la mujer que va a parir y mata a su hijo. Esa figura

se discutía si tenía que regresar al código porque la habían sacado, porque decían que era

una figura estigmatizante y en realidad se decía que ahí lo que se estaba viendo era la

vergienza de la familia, y lo que sí me parece interesante es que incluía por ejemplo esa

reforma y que me parece que hay que ponerlo es algo que ya la jurisprudencia lo está

diciendo y son los casos de legítima defensa en contexto de violencia de género. A esa

reforma se la preveía concretamente. Por ejemplo y a mí eso me parece interesante y hay

que incorporarlo. La otra figura que también estaba en discusión entre el doctor Zaffaroni

y la doctora Barbagelata era las lesiones al feto, porque eso actualmente no existe, no es

una figura penal que exista. Yo no incorporaría esa figura penal. Y después también se

discutía la figura del prevaricato, de sacarla del código; la verdad que en esta figura hay

muy pocos fallos o condenas por eso, no sé si es una figura que tiene que subsistir. Y la

otra figura, el año pasado estuvo en discusión, es la de despenalizar el aborto en las doce

primeras semanas. Esa también es una figura que estaría en discusión, que yo la pondría

para que se la discuta en la comisión si es que se reformara el Código Penal. Dr. Padilla.

Buenas tardes, doctora. Felicitaciones. Le quería preguntar acerca de, los medios de

comunicación en Buenos Aires en las últimos dos semanas hemos visto varios casos en

donde víctimas de delitos de robo se defendieron, el caso del jubilado que a la noche sufre
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el ingreso de ladrones tres veces a su casa, se defiende dentro de su casa, hiere al ladrón,

pero después sale de su casa y aparentemente a 50 metros de su casa le dispara y lo mata.

¿Quería saber qué opina sobre la calificación de este hecho? ¿es legítima defensa?, ¿es

homicidio en exceso de legítima defensa?, ¿es homicidio simple? Primero eso y después

me gustaría saber su opinión por el hecho de que esta persona con 71 años de edad que

había sufrido lesiones en el marco de este robo y que además tenía afecciones en su salud

haya estado detenido tres o cuatro días en la comisaría. Dra. Casas. Yo voy a opinar

según las noticias, porque no tenemos un acceso ni a las pruebas ni a la evidencia clara

que hay, ni tampoco al expediente. En un principio veo que el señor se defiende, ingresan

asu casa, el ingreso a su casa habilita la legítima defensa porque están dadas en ese tramo,

hay varios tramos del hecho; en ese primer tramo ingresan a su casa de noche, hay una

agresión ilegítima que es lo que la legítima defensa exige, la amenaza es actual e

inminente, se defiende este señor, ahí estamos en un cuadro de legítima defensa. Ahora,

bien esta persona que lo agrede a este hombre sale de la casa, ese señor sale, ahí hay que

ver qué tiempo le toma a este señor salir de su casa, si sale inmediatamente

persiguiéndolo, en el video no sé bien cómo son los tiempos porque hay que ver si él sale

inmediatamente persiguiendo al ladrón que él hirió que no es un dato menor, sale

persiguiéndolo o demora. Pero lo que a mí me llama la atención y aquí es donde aparece

otra figura que es una figura muy gravosa, porque lo que aparece en las cámaras es que

este hombre, la persona agredida le pega un tiro al supuesto ladrón cuando esta persona

ya está en el piso y herida. Eso es un homicidio agravado, porque es por alevosía.

Entonces, si le sacamos la alevosía que no sé cómo podemos, si yo fuera defensora, diría

que no sabía que estaba del todo herido, pero por lo que veo es como si fuera una alevosía;

o sea que homicidio simple no podría ser, exceso en la legítima defensa, habría que ver,

una emoción violenta habría que ver, ¿qué haría yo con estos elementos que aparecen?

La pena tiene que ser proporcional siempre y si se analiza todo el hecho una perpetua

correspondería porque es un homicidio agravado en este caso yo como jueza con estos

elementos por, la edad del señor, por cómo se han dado los hechos, no parece excesiva

una perpetua y en ese caso si la figura es esa, lo que hay que hacer es declarar la

inconstitucional en la perpetua, lo cual también es complicado porque la declaración de

inconstitucionalidad en nuestro sistema si bien pueden declarar la inconstitucionalidad de

20



la norma cualquier juez, nosotros tenemos el sistema difuso, es de última ratio, es lo

último que debe hacer un juez, pero la inconstitucionalidad es para el caso concreto, no

es que ya no existe más la perpetua, porque no se deroga la norma, no se la aplica al caso

concreto, pero es un caso bien complicado. Y lo otro referido a la detención, en nuestro

país tenemos una crisis en cuanto a los que son los sistemas carcelarios y a dónde se alojan

a las personas y en eso hay que ser muy cuidadoso, porque esta persona es de edad, en

este contexto también es complicado a donde lo tuvo detenido. Bueno hay que arbitrar

los medios para que las detenciones en las comisarías no existan, de hecho hay un habeas

corpus por parte de los fiscales de nuestra Provincia y si mal no recuerdo ya hay una

comisión que está arbitrando los medios para ver cómo se hace con los presos en las

comisarías, al estilo de lo que fue el caso Verbitsky en Buenos Aires del habeas corpus

correctivo colectivo. No tendría que haber personas alojadas en las comisarías y en este

caso tanto tiempo alojada y teniendo en cuenta la edad de esta persona, de todas maneras

hay que ver en el caso de corresponder una condena, vuelvo al caso de este hombre, no

recuerdo bien la edad, pero es un señor mayor y hay que ver si tiene afecciones, podría

corresponderle una domiciliaria que es para los mayores de 70 años. Pero también hay

que tener en cuenta si tiene algún tipo de afección. Es decir, es un caso complejo de lo

que ya sabemos por los medios. Dr. Sánchez. Doctora, me gustaría saber su opinión, en

el marco del derecho probatorio, usted sabe que el sistema procesal del nuevo Código

habla del principio de libertad probatoria y sin embargo en los sistemas adversariales es

tradición la utilización de evidencias ¿Qué opina usted acerca de la incorporación de

reglas de evidencias en nuestro sistema? Dra. Casas. Me parece que es necesaria la

incorporación de la regla de evidencia. Hay dos fallos de Estados Unidos que hablan de

y» las reglas de evidencias. Creo que es importante la incorporación de estas reglas de
y)

ES fundamento de este cambio de paradigma con el sistema adversarial? La idea es procesos

de celeridad, de eficacia y que realmente llegue al juicio oral información de calidad por

eso el sistema adversarial ofrece una diversidad de respuestas, o sea no todo lo que ingresa

al sistema sale por el mismo lugar, no todo lo que ingresa al sistema va a una audiencia

de debate oral; a dicha audiencia tiene que llegar información de calidad. Entonces,

aquella prueba que resulta ser prueba que no es contundente, no es conducente, no tiene
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ninguna relación con los hechos, no tiene que pasar ese filtro. Me parece que las reglas

de la evidencia es una forma de hacer ese filtro y que realmente llegue a la audiencia de

debate oral información de calidad. Dra. Pecci. Doctora, usted ha hablado que ha hecho

un postgrado en Derechos Humanos de las Mujeres. ¿Usted cree que hay seres humanos

que son dignos de protección jurídica y otros que no? Dra. Casas. Todos los seres

humanos somos dignos de protección jurídica. Las garantías constitucionales son para

todas las personas. Dra. Pecci. La pregunta es porque usted abiertamente ha manifestado

su posición a favor de la legalización del aborto aun en contra de lo que establecen los

principios y los tratados con relación al niño por nacer. Quería saber en el caso en que a

usted le tocase, porque hoy por hoy el aborto es un delito, usted sabrá que hubo jueces

que han sido excluidos de causas por manifestarse en contra de una determinada posición,

manifestarse a favor de esto no está tan mal visto aparentemente en la sociedad, entonces,

¿cómo conjugaría la presión mediática con el derecho vigente en el caso en que a usted

le llegue una situación así? Dra. Casas. Primero, los casos en los que tengo conocimiento

que llega por figuras de aborto, hay casos, pero no son tan comunes, no es tan común que

lleguen a la justicia casos así por una serie de circunstancias anteriores, los médicos no

denuncian porque por ahí se amparan en el secreto profesional. Acá hay un fallo que es

interesante del año 1966 que se llama Natividad Frías, y es interesante porque hay todo

un desarrollo de los que son las garantías constitucionales y en Natividad Frías los jueces

en ese año van a hablar de lo que significa el secreto profesional, los jueces dicen lo

siguiente, no se puede poner a una mujer entre la situación de elegir la cárcel o la muerte,

a eso la justicia no lo puede hacer, porque una mujer que tiene complicaciones por un

aborto provocado tiene que ir al hospital, porque si no se muere, eso dice el fallo.

Entonces, dicen los jueces en el año 1966 que poner a una mujer en esta disyuntiva es

algo que el derecho no puede hacer. Es verdad que lo que yo dije es que es una figura que

se la debería discutir sobre todo cuando tiene que ver con las primeras semanas y acá hay

toda una discusión también en cuanto a la ponderación de derechos. Existe un fallo que

es la Corte Interamericana que se llama Artavia Murillo que habla de la progresividad, es

decir cómo se van adquiriendo derechos a medida que esa vida va adquiriendo una serie

de características y va progresando en la gestación. Entonces, la discusión es esa, la

ponderación de derechos en esas primeras semanas y la ponderación de derechos de una
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mujer y los derechos que tiene esa mujer si tiene derechos a decidir o no sobre su cuerpo

y que derecho tiene la vida en gestación y como se lo va a equilibrar. Este ejercicio de

ponderación, por otro: lado de derecho es un ejercicio de ponderación que hace

permanentemente la justicia, permanentemente los jueces ponderan derechos, cuando hay

conflictos de derechos, por ejemplo, me voy a otros derechos, el derecho a circular

libremente, es un derecho que está en la Constitución, y el derecho de huelga también,

¿cómo se compatibilizan estos dos derechos? Es un ejercicio de ponderación, el derecho

pondera siempre, porque no existe un derecho absoluto en nuestro sistema y lo dijo la

Corte en el año 1922; no existen derechos absolutos en nuestro sistema porque no

podríamos vivir en sociedad. Todos los derechos son derechos sujetos a reglamentación.

Según las leyes que reglamenten su ejercicio, artículo 14 de la Constitución en

combinación con el 28 que establece la razonabilidad. Esta reglamentación de los

derechos tiene que ser razonable. Esa es la exigencia, la razonabilidad y ahí podemos

empezar a ver todos estos matices. Dra. Pecci. Claro, la ponderación y la gradualidad

para poder ser titular de un derecho parte de la base de que existe un derecho que es el

derecho a la vida sobre el cual no se puede discutir. Acá hay un sujeto que es el niño por

nacer que no está teniendo ni siquiera el primero de los derechos. Entiendo lo que usted

me dice, es lógica su posición con respecto a todo lo que usted venía sosteniendo y por

mí la pregunta está contestada. Dra. Seguí. Doctora, para manifestar que el rol nuestro

no es rebatir a los postulantes en sus convicciones dándoles nuestra posición, sino

escucharlo y la pregunta reciente es una pregunta difícil para un postulante porque es una
pregunta sobre convicciones, sobre asuntos que no son ley, el postulante no es un

legislador, ha respondido y fue rebatida su posición. Quiero dejar sentado eso. Dra. Peeci.

Perdón, yo no he rebatido su posición, así como muchas veces luego de que el postulante

contesta la pregunta, muchas veces se continúa con la conversación, no quise rebatir la

posición, al contrario le dije que su posición se sustenta en todo lo que ella venía diciendo

a lo largo de las otras preguntas. No quiero que se mal interprete. En ningún momento he

querido rebatir su posición, no quiero convencer a nadie. Dra. Rodríguez Campos.

Doctora, nosotros hoy como CAM hemos aprobado el llamado a concurso para juzgados

especializados en violencia contra la mujer y dimos cumplimiento a la Ley n* 8.967 que

los creó. ¿Le pregunto si a usted le parece que este tipo de medidas de crear juzgados
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especializados en violencia contra la mujer son medidas efectivas para prevenir los

femicidios y atender esa problemática? Dra. Casas. Creo que son efectivos porque se va

enfocar justamente en una problemática que requiere una respuesta inmediata del Estado

por la cantidad de femicidios que existen, pero a mí me parece que son bienvenidas las

creaciones de estas estructuras para dar respuestas, pero es necesario que esas estructuras

estén cubiertas por personas especializadas, porque si no es una entelequia, no sirve, si

no hay gente que realmente esté especializada en estos temas, que haya un presupuesto

destinado, que haya recursos humanos para la conformación de este tipo de juzgados y

me parece que era absolutamente necesario, porque si podemos tener fiscalías, ya tenemos

fiscalías de género, fiscalías que se refieren a robos, cómo no va a haber algo

especializado respecto de este tema que es tan caro para el Estado argentino sobre todo

para el Norte y para Tucumán, porque las estadísticas de femicidios son altísimas.

Entonces, ese enfoque justamente, esta problemática y que el Poder Judicial de una

respuesta específica a mí me parece que cumple con las obligaciones que el Estado

argentino asumió a la hora de ratificar instrumentos de derechos humanos y es una forma

de prevenir. El deber de debida diligencia del Estado implica el deber de prevención, de

investigación, de condena en su caso y de reparación y esta es una de las formas de

prevenir, porque se emiten medidas de no acercamiento y esa es una forma de prevenir

violencias posteriores, sobre todo de prevenir femicidios, no es la única medida de

prevención que pueda tener el Estado argentino, la educación es otra forma de prevenir y

las modificaciones de los patrones culturales que asientan la violencia de género. Dra.

Rodríguez Campos. Gracias, doctora. Se retira de la sala virtual de reunión la doctora

Laura J. Casas. Doctor Guillermo Gustavo González. Entrevista. Ingresa a la sala

virtual de reunión, el doctor Guillermo G. González. Dra. Rodríguez Campos. Buenas

tardes doctor González. Antes que nada darle la bienvenida, felicitarlo por su desempeño

en el concurso. Le vamos a preguntar antes que nada, ¿se encuentra solo en la habitación

donde está transmitiendo la entrevista? Dr. González. Sí, doctora. Dra. Rodríguez

Campos. Le vamos a pedir que durante toda la entrevista mire la pantalla. También le

vamos a pedir que ante las preguntas de los consejeros, no las repita en voz alta, sino que

cuando no entienda alguna pregunta le pida al consejero que la vuelva a formular. Le voy

a contar que esta entrevista se va a desarrollar, primero con una presentación suya y luego

24

YOLIDOA OA



a través de las preguntas que le van a ir haciendo los consejeros van a ir levantando la

mano y solicitando la palabra y en ese orden se la voy a ir otorgando para que formulen

las mismas. Le doy la bienvenida y le voy a pedir que se presente ante el Consejo y que

nos cuente cualquier dato que a usted le parezca de relevancia que debamos conocer en

el ámbito de esta entrevista. Dr. González. Tengo 43 años, estoy casado, tengo tres hijos,

abogado desde el año 1999, a partir de allí hasta el año 2007 ejercí de manera libre e

independiente la profesión de abogado, en el año 2007 ingreso por concurso al Poder

Judicial en la Fiscalía de Instrucción Penal de la III Nominación con el cargo de ayudante

fiscal, allí me desempeñé desde el 2007 al 2011 y luego rendí en el CAMy estoy en el

cargo que actualmente estoy ejerciendo que es el de defensor oficial penal del Centro

Judicial Capital de la VII Nominación. Aparte de eso ejercí la docencia universitaria

durante casi 14 años en la UNSTA en la cátedra de Derecho Procesal Penal, también en

el centro de capacitación judicial durante más de cinco años, capacitando. También me

perfeccioné en la facultad de Derecho de la UNT y en otras facultades realizando cursos

de posgrado en Derecho Penal y en Derecho Procesal Penal y el último curso que tengo

pendiente es el que terminé en el 2018 de especialización en Derecho Procesal Penal de
la UNT que concluí todo el cursado y aprobé todas las materias de la currícula de esa

especialización y estoy en proceso de realización de la tesis. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Carlos Sale. Dr. Sale. Felicitaciones doctor por haber llegado

a esta instancia. ¿Mi pregunta va dirigida a un nuevo instituto que ofrece la Ley n* 8.933

que es el anticipo jurisdiccional de prueba en donde se establecen cuáles serían los casos

en los que se regularía, quisiera que me hable de eso y fundamentalmente en aquellas

recepciones de evidencias o pruebas en la que la defensa no pudo estar presente, si hay o

ve algún reparo de carácter constitucional en el marco del contra examen de la prueba?

y Dr. González. Voy a contestar y por ahí le voy a pedir que me repita la última parte de

Ñ ñ SES la pregunta. Con respecto al tema del anticipo jurisdiccional de la prueba, el nuevo Código

ES Procesal Penal prevé para aquellos casos en que la prueba no pueda ser producida a través

Se ES de los principios de inmediación, es decir la inmediatez con los testigos y demás, prevé
$

ciertos casos, el caso más paradigmático el que ejercemos nosotros en la práctica es el de

la cámara Gesell, potque requiere una serie de requisitos, porque tiene un carácter

irreproducible para que se le dé intervención al defensor de Niñez, al defensor oficial
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penal, se le dé intervención al imputado si viene en calidad de libre se lo notifica y si está

en calidad de detenido se lo hace participar de la audiencia. Esta forma de trabajar tuvo

muchos reparos en la práctica con nuestro actual sistema, porque de hecho no tenía un

control jurisdiccional, es decir, lo que sucedía es que la defensa quería preguntarle algo a

la sicóloga en el ejemplo que le estoy dando a la menor víctima y por ahí el fiscal se

oponía a ese tipo de preguntas. Entonces, no había quien resuelva esa oposición, quedaba

latente y la defensa formulaba algún tipo de reserva para después pedir eventualmente

que se haga otra cámara Gesell, lo cual desvirtuaba la finalidad de la cámara Gesell porque

lo que casualmente se busca es no revictimizar a la víctima. Entonces, tenía que ser una

oportunidad donde necesariamente tenga un control jurisdiccional, es decir que esté

presente un juez para que allí utilizando todos los principios de sistema adversarial pueda

estar controlando la prueba que después no va a poder ser producida, porque la exhibición

de una cámara Gesell no goza de la misma inmediatez que una prueba testimonial, pero

necesitaba el control o la vigilancia de parte de un juez, porque en el sistema adversarial

de por sí los principios es de que las partes actúan con igualdad de armas, esto significa

que tanto acusación y defensa pueden preguntar, pero si hay alguna oposición de algunas

de las partes ya sea de la defensa porque la pregunta que quiera hacer el fiscal es indicativa

o una oposición del fiscal, porque la pregunta que quiere hacer la defensa es demasiado

íntima para la menor o por la edad tenga el tercero imparcial que sea el juez para resolver

ese tipo de incidencia. También está prevista para aquellos casos de testigos que presentan

algún tipo de enfermedad terminal y exista algún tipo de peligro de que no llegue a la

audiencia de debate oral para que pueda ser pasible del interrogatorio y del contra

interrogatorio. Todas estas previsiones están previstas como un anticipo jurisdiccional de

prueba donde lo que se exige es que toda prueba que tenga este tipo de calidad deba ser,

no como es ahora que solamente lo lleva a cabo el fiscal sin control del juez, sino que sea

el juez un activo partícipe para que garantice esto que nosotros denominamos igualdad de

armas en el sistema adversarial y que si el fiscal se opone y el juez ve que es factible la

pregunta, le dé la razón a la defensa y pueda preguntar sobre eso la psicóloga que está

llevando a cabo para que tenga un margen amplio de discusión exista contradicción, exista

bilateralidad y esto después en el caso, por ejemplo, que no se lo deje preguntar, después

la defensa no lo alegue en el debate oral como que se le ha visto atemperado su derecho
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de defensa en juicio porque no se le dejó preguntar. Y con respecto a la segunda parte de

la pregunta, el Código Procesal tanto el actual como el que va a entrar en vigencia el 19

de setiembre es muy claro en el sentido de que se deben privilegiar las garantías

constitucionales entre ellas las garantías de defensa en juicio. Ahora bien, existen muchos

casos que nos tocan a diario a nosotros en la defensa pública, ejemplo, las causas que

vienen como autores desconocidos donde requieren medidas probatorias, pero todavía no

está identificado el autor. Entonces, de alguna forma tiene que velarse para que alguien

controle al fiscal o pueda ejercer una defensa a favor de ese futuro y eventual imputado

que puede surgir, ejemplo de la cámara Gesell, que muchas veces nos llaman a nosotros

a los defensores oficiales penales y ¿cuál es, digamos, el modo que se le buscó tanto en

el actual código como en el nuevo? Que si en ciertas medidas procesales no se encuentra

identificado el imputado el propio código dice que se designará al defensor oficial de

turno para que controle buscando la adversariedad, el control, que permanentemente

exista esta tensión, pero muchas veces también hay otro principio que dice que el

imputado tiene derecho a nombrar a su abogado de confianza, pero este principio choca

cuando no está identificado el imputado también nos sucede por ejemplo cuando las

personas denuncian que han sido víctimas de estafas y no está identificado quién.

Entonces, se suceden allanamientos, ruedas de reconocimiento, pero no se sabe quién. En

esos casos los que van a ser partícipes de la rueda de reconocimiento, porque todavía no

está identificado el imputado, tienen derecho a nombrar a su abogado de confianza y en

caso de que no lo hicieren, el código prevé que se le designe un defensor oficial a fin de

garantizar el control de la prueba y que se cumplan con las garantías constitucionales que

goza el imputado. Dr. Sánchez. Buenas tardes, doctor. Usted sabe que el sistema procesal

vigente y el que va a entrar a regir se utiliza el principio de la libertad probatoria, sin

embargo en los sistemas adversariales es propio la utilización de códigos con reglas de

evidencias ¿Qué opina pusted acerca de la conveniencia, utilidad y/o necesidad de utilizar

reglas de evidencia en el sistema adversarial que va a entrar a regir a partir de la puesta

en vigencia de la Ley n” 8.933 en el Centro Judicial Capital? Dr. González. Primero que

nada debo decir que en principio nuestro Código Procesal, el nuevo, el que va a entrar a

regir a partir del 1? de septiembre y el actual también siempre en materia probatoria se

estableció el principio de libertad probatoria, ¿qué significa esto? Que todas las partes
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tanto la fiscalía para producir pruebas de cargos como la defensa para producir pruebas

de descargos tenían una amplia disposición de recurrir a todos los medios probatorios que

están previsto en el código, pero con la única salvedad, que esos medios, en la obtención

de esa prueba no haya violentado una garantía constitucional, porque ya ahí entraríamos

en materia de exclusión probatoria, ejemplo, sería un allanamiento sin orden judicial que

colecte una prueba y que con esa prueba intente servir de prueba de cargo contra un

imputado. Ahora bien, las reglas de la evidencia tienen que ver más bien con el sistema

anglosajón, con el sistema no más bien destinado a las garantías constitucionales, sino a

la obtención de la prueba conforme pautas preestablecidas como protocolos, le doy un

ejemplo, la obtención de un secuestro y la cadena de custodia, todo lo que es regla de

evidencia que sea cadena de custodia, esto está previsto en el sistema o en la convención

de Puerto Rico, todo lo que sea cadena de custodia de elementos que se degraden o de

elementos que después tengan que ser exhibidos en el debate para poder ser incorporados

y puedan ser valorados por el tribunal de juicio tienen que ver con ese seguimiento de las

reglas de protocolos de cómo se conserva, a cargo de quién está, si se degrada o no la

prueba, si después de transcurrido un determinado puede o no realizarse una contraprueba

y el derecho a contradecir esa prueba de parte tanto del fiscal como de la defensa. Pienso

como opinión personal que tanto el sistema de la libertad probatoria como de las reglas

de la evidencia, si bien provienen de orígenes distintos no son incompatibles para la

aplicación en nuestro sistema. Es decir que considero que tanto la libertad probatoria con

la única excepción de la que no se altere o vulnere una garantía constitucional como las

reglas de la evidencia que se prevean protocolos para incorporar debidamente las

evidencias en la etapa preparatoria y luego como prueba en la etapa de juicio oral, son

compatibles y ambos son aplicables en el nuevo código. Dr. Cossio. Buenas tardes,

doctor. Me gustaría saber su opinión sobre si es necesario o no una reforma integral del

Código Penal y en caso que así lo considere me gustaría saber ¿qué tipos legales deberían

ser excluidos que están actualmente vigente y qué tipo legales deberían ser incluidos en

forma primordial según su opinión? Dr. González. Mi respuesta sería que es urgente y

muy necesario que se haga una reforma integral del Código Penal argentino, dicho código

data de 1921 y la necesidad habla por sí mismo, porque hay institutos muy antiguos y que

para esa época ya habían perdido vigencia. Por supuesto que hay principios nuevos,
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actuales de la mínima intervención, de que se reduzcan un poco los delitos a los delitos

graves y que aquellos delitos por ejemplo que no haya tanto interés público, se me ocurre

un delito de usurpaciónide agua que yo le estudié en la facultad nunca en la profesión lo

he tenido que practicar y si ocurriese algo similar podría dar lugar a una sanción

administrativa y no tipificarlo como una figura penal. Es decir estamos atravesando

vientos de cambios, ¿qué significa esto? Que el cambio de paradigma es que no todos los

delitos por más leve que sean tienen que ser con pena de prisión, pero pueden tener otro

tipo de sanción, es decir bajarlo del rango a contravención, falta, pero no que ocupen un

capítulo dentro de lo que es delitos penal en sí, hay muchos delitos que en la realidad en

la práctica no se han aplicado y que convendría acotar la cantidad de delitos, no es que

queden impune, sino que no tenga una respuesta penal, digamos, con todo lo que implica

someter a una persona a un proceso penal, que se le hagan audiencias, que haya un juicio

oral y todo lo demás, porque quizás ya lo grave de esa conducta que podría haber sido

reprochable hace un par de años o hace 100 años como tiene el código ya en el común de

la gente, de la sociedad, porque el derecho es dinámico, van cambiando los conceptos, los

intereses, los valores de la sociedad. Entonces, para mí ya han quedado vetusto, ya han

pasado, ya no existe esk juicio de reprochabilidad y habría que modificar el código de la

misma manera que se hizo con el Código Civil y Comercial Común, de manera integral,

con una comisión de expertos que se avoque al tratamiento de lo que realmente sea

susceptible de reproche incorporando nuevas causas de justificación, por ejemplo, el tema

muy novedoso de la legítima defensa en caso de contexto de género como el estado de

necesidad es culpante, ¡son nuevos institutos que están naciendo de manera doctrinaria,

pero no están incorporados a la norma de fondo. Entonces, yo veo que desde ese punto

de vista sí haría falta esta incorporación. Dr. Padilla. Buenas tardes, doctor, felicitaciones

por estar nuevamente en esta instancia. Le quiero preguntar qué opinión tenía usted, no
>

ps sé si ha visto en los últimos días en los medios de comunicación de Buenas Aires este

hecho del jubilado de 71 años que sufre el ingreso en una noche en tres oportunidades de

ladrones a quienes enffenta, a uno hiere dentro de su casa, pero después sale de su casa y

aparentemente afuera, lo mata. Yo le quería preguntar ¿qué opina usted sobre qué

calificación legal podría tener este hecho, si hubo legítima defensa, homicidio, con exceso

de legítima defensa o un homicidio simple? ¿Y también qué opina sobre el hecho de que
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haya estado detenido este jubilado durante tres días, a pesar de que es una persona de 71

años, que tenía afecciones y que sobre todo había sufrido lesiones por el hecho? Dr.

González. Sí, estoy al tanto y lamentablemente para la sociedad no es el único caso que

se está dando, de personas mayores que de algún modo se defienden. El tema de la

legítima defensa está previsto en el Código Penal de fondo, lo que se conoce como la

legítima defensa privilegiada, que requiere ciertos requisitos, como la nocturnidad, la

entrada a un domicilio en lugar habitado, es decir, donde la persona está en el ámbito de

su privacidad y puede repeler. Y se llama privilegiada porque allí está en el ámbito de su

hogar y está sumamente amenazado y es esperable, también, que sea atacado. Ahora bien,

en el ejemplo que usted me está poniendo de ejemplo, doctor, hay dos momentos: uno,

que ocurre dentro de la casa, cuando mata al delincuente, que ahí estaríamos ante una

legítima defensa privilegiada y como causal de justificación excluye el aspecto

antijurídico del delito, entonces estamos hablando de una conducta lícita. Por este primer

delincuente abatido dentro del ámbito de su hogar, por ese caso, no sería punible el

jubilado. En segundo término, si él ya reacciona y va en busca de los delincuentes, los

persigue y luego los reduce, estando reducidos y en un estado de indefensión los ejecuta

— no conozco bien el caso, pero quiero darle una respuesta a su pregunta- en este último

caso ya fue más allá del legítimo ejercicio, estamos hablando de un exceso en la legítima

defensa. Y en ese caso tendría la pena de un delito culposo. Para mí, hasta ahí, el primer

hecho de la muerte dentro de su hogar, estaría exento de pena y el segundo hecho, ya

cuando lo persigue y lo ejecuta al ladrón, sí sería punible, porque estaría yendo más allá.

Es lo que nosotros denominamos el exceso en la legítima defensa. Sabemos que no todos

los derechos son absolutos, sino que conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio

tienen su forma de aplicación. Y con respecto a lo último, si está bien que estuviese

detenido por más que tenga 71 años de edad. Bueno, el Código Procesal Penal --al menos

el de Tucumán, tanto el actual como el nuevo que va a entrar a regir, me imagino que en

Buenos Aires pasa lo mismo- prevé un plazo de duración de la detención, pero ese plazo

es un plazo relativamente corto y en el código actual es de hasta 10 días, pero no es que

tenga que esperar 10 días sí o sí y recién liberarlo el último día. Generalmente, ese plazo

se aplica para que se lleven a cabo las muestras, el imputado no pueda volver a su

domicilio, que ha sido la escena del crimen, y no pueda alterar —que es lo que se conoce
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como entorpecimiento de la investigación- pero una vez que se sacaron las fotos, se

tomaron las huellas y está en condiciones de entregar nuevamente la vivienda, ya no tiene

razón de ser el mantener la privación de la libertad. Si ya recabaron la prueba durante

estos tres, cuatro o cinco días, a mi me parece desde el punto de vista legal que sí, era

necesario que se lo mantenga privado de la libertad para los fines de que no se contamine

la escena del crimen y se pueda recolectar la prueba para el futuro y eventual juicio oral,

si es que se llega a eso. En ese sentido la detención me parece lícita. Pero también me

parece lícito que no se haya esperado que se venza ese plazo para ponerlo en libertad y

volverlo a reintegrar en su hogar. Quizás, por la edad del imputado, de este jubilado, más

allá de tenerlo o no privado de la libertad, lo conveniente hubiese sido que esté en un

lugar, no con los presos comunes, sino custodiado, pero que no sea su casa, porque

casualmente su casa fue donde ocurrió el crimen. Así que me parece bien que rápidamente

se haya resuelto esto de la toma de evidencia y también rápidamente se lo haya puesto en

libertad, porque el primer hecho, que es la legítima defensa —como dije recién- excluye la

antijuricidad, entonces actuó licitamente. No es susceptible de pena, entonces. Y el

segundo hecho, que sería un exceso en la legítima defensa, al tener la pena de un delito

culposo, no procede la prisión preventiva, con lo cual está bien, desde este punto de vista,

desde el razonamiento que estoy realizando, que se lo haya puesto en libertad, porque ahí

el delito de homicidio en el exceso de la legítima defensa procede la condena de ejecución

condicional y el principio de libertad durante el proceso es el que nos rige en todo el

Código Procesal Penal. No sé si le respondí la pregunta, doctor. Dr. Padilla. Perfecto.

Muchas gracias. Dra. Rodríguez Campos. Doctor, nosotros en esta sesión del CAM de

hoy, hemos llamado a concurso para juzgados especializados en violencia contra la mujer,

¿e tanto Civil como Penal, en cumplimiento de una ley que creó los juzgados, las fiscalías y

las defensorías. ¿Le parece a usted que este tipo de medidas legislativas colaboran con la

prevención de los femicidios? ¿Cree que son medidas hábiles para ello? Dr. González.

Yo pienso que sí, doctora, porque todo el control de constitucionalidad y lo que

actualmente se denomina en doctrina el control de convencionalidad, es decir que nuestro

Derecho no está regido solamente por las leyes especiales, sino que lo atraviesan que se

conoce en doctrina como la interpretación transversal- todos estos pactos tienden a que

exista cada vez más especialidad y especificidad en cada fuero. No solo en materia de
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violencia de género y violencia contra la mujer, porque están todos los pactos de la

Convención Belém Do Pará, todos los pactos van a que los procesos sean más acotados

y menos burocráticos y tengan un tinte proteccionista. Porque acá también tenemos que

tener en claro que generalmente en el caso de la mujer se habla de la mujer como víctima

de violencia; pero también tenemos la mujer como imputada, que también requiere una

perspectiva de género. En ese caso los jueces especializados en violencia de género,

violencia doméstica, todo lo que tenga que ver con la perspectiva de la mujer, no solo

existe obligación de cumplimiento de esos pactos por parte de nuestro país, sino que

nuestro Código nuevo en el artículo 9? hay una parte que obliga a los jueces que cada vez

que tenga que interpretar una valoración de la prueba tengan en cuenta la perspectiva de

género, todo lo que tenga que ver con sujetos vulnerables y con los intereses superiores

del niño. Por eso es que se habla de perspectiva de género, perspectiva de niñez,

perspectiva de ancianidad, así que todo lo que tenga que ver —respondiendo a su pregunta-

con la especialidad, personalmente lo veo a través de mi Defensoría, cuando viene una

mujer victima y pide la exclusión del hogar o la restricción de acercamiento y después

nos dice que necesita que le embarguen el sueldo al marido porque no le quiere pasar la

plata —que ese es otro tipo de violencia, la violencia económica- y nosotros le tenemos

que decir que el juez penal no tiene competencia para eso, que tiene que ir al Fuero de

Familia. La verdad es que ese tipo de respuesta no le sirve a la justiciable y cuantas más

facultades tenga un solo magistrado para decidir sobre el todo, no solo por la exclusión,

la perimetral, que es lo que generalmente me llega a mí como Defensoría Penal, porque

tampoco podemos decir nosotros que por la parte civil vaya a la Defensoría Civil; tendría

que ser integral. Es decir, respondiendo a su pregunta, me parece correcto, pero además

eso debe ir acompañado de una especialidad en cuanto — por ejemplo, yo que vengo de la

defensa pública- de una Defensoría Oficial en Violencia de Género y Violencia contra la

mujer. No sé si le respondí la pregunta. Dra. Rodríguez Campos. Sí, gracias, doctor. Lo

saludo en nombre de todo el Consejo, que tenga muy buenas tardes. Dr. González.

Muchas gracias. Saludo a todos los consejeros. Se retira de la sala virtual de reunión, el

doctor Guillermo G. González. Doctor Carlos Santiago Caramuti. Entrevista. Ingresa

a la sala virtual de reunión el doctor Carlos S. Caramuti. Dra, Rodríguez Campos.

Buenas tardes, doctor. Usted ya sabe, le tengo que preguntar si se encuentra solo en el

32

ILLIA POTS



AIR

lugar donde realiza la entrevista. Dr. Caramuti. Sí, estoy solo. Dra. Rodríguez Campos.

Usted también ya sabe, le vamos a pedir que mire la pantalla durante todo el tiempo de la

entrevista y que no repita en voz alta la pregunta que le hagan los consejeros. La entrevista

comienza con su presentación y luego con la pregunta de los consejeros. Así que

habiéndole dado la bienvenida y contentos de tenerlo nuevamente acá, en este Consejo,

le damos la palabra pará que se presente y nos diga aquello que le parezca relevante. Dr.

Caramuti. Buenas tardes a todos y a todas. Ya saben, soy Carlos Caramuti, soy egresado

de la Facultad de Derecho de la Facultad de Tucumán en el año 1980. Egresé con el

premio “Mejor Egresado”. Ejercí como procurador, primero; ingresé a Tribunales por

primera vez en el año 1989, después renuncié después de haber sido juez y volví en el

año 2011 habiendo rendido concurso. Además, estoy en la Universidad en el posgrado,

siempre apasionado por el Derecho Penal y entusiasmado con ir al Tribunal de

Impugnación, que ahora está mucho más cerca; ya ha ido mi pliego en el primer concurso,

pero me parecía que era una obligación, por una cuestión de respeto, presentarme igual a

esta entrevista. De todos modos, todavía está en trámite, así que espero que todo termine

bien. Estoy muy contento. Dra. Rodríguez Campos. Lo felicitamos, doctor, y

agradecemos su presencia en esta entrevista. Le damos la palabra al doctor Carlos Sale.

Dr. Sale. Doctor, lo que le quería preguntar más que nada es una pregunta de opinión

respecto de un problema que venimos sufriendo en nuestro país en lo que se ha dado en

llamar la emergencia carcelaria, que de emergencia no sé qué tiene ya, porque ya venimos

con esta misma problemática desde hace muchísimos años, situaciones donde se ven

conculcados derechos de los internos; lamentablemente, hay un sistema constitucional

que nos exige al Poder Judicial —a los jueces, directamente- que las cárceles deben ser

sanas y limpias para reinserción de los reos en la sociedad nuevamente, por supuesto. Y

últimamente se ha hablado de la corresponsabilidad de los jueces respecto de los

perjuicios o de los daños que sufren los internos en ese marco de privación de la libertad.

¿Cuál es su visión respecto de este tema que ahora está en boga, pero que hace un tiempo

también lo ha estado y que hace mucho tiempo estamos con esta problemática y que

todavía no se puede solucionar a pesar de que hay fiscales que han hecho algunos planteos

ante la Corte? ¿Cuál es su visión de esto? Dr. Caramuti. Bien, es un problema muy serio

y muy preocupante, de vieja data —como usted lo dice- transversal a distintas gestiones de
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gobierno desde antes de la Democracia y durante la Democracia. Y es un problema que

lejos de haber tenido un canal de solución se ha ido agravando, realmente. Entiendo —creo

que algo en la entrevista anterior me han preguntado sobre esto, si no lo recuerdo mal el

doctor Padilla- que nosotros, los jueces, sí tenemos responsabilidades pero no es la

responsabilidad principal. Entiendo, sí, que para solucionar este problema tiene que haber

una acción conjunta de los distintos Poderes del Estado donde entiendo que la

responsabilidad principal es de los poderes politicos, especialmente del Poder

Administrador, que es el que tiene la administración de las cárceles. La función de los

jueces en esto es más bien de control, especialmente en provincias como la nuestra que

tienen los jueces de ejecución de sentencia, de ellos es la etapa de cumplimiento de la

sentencia una vez que la persona resulta condenada a pena privativa de la libertad y resulta

alojada en la Penitenciaría o en algún otro establecimiento de detención. Hasta el

momento de la sentencia, es responsabilidad de los jueces que tienen a su disposición a

las personas detenidas a título de prisión preventiva, velar también por las condiciones de

detención. Este control, obviamente, se realiza fundamentalmente cuando hay un planteo

concreto de las partes. Los jueces no podemos hacer declaraciones de tipo general fuera

del marco de un proceso concreto. Pero en la tarea diaria hay planteos de personas

privadas de la libertad relacionados con problemas de salud, con necesidades de atención,

donde los jueces tenemos que estar atentos y disponiendo lo pertinente a la atención de

las situaciones de salud, seguridad y respeto de las personas privadas de la libertad. Y

también existe lo que se llama el hábeas corpus, que no solo existe respecto de la situación

de privación ilegítima de la libertad, es decir, una persona que está privada de la libertad

sin que lo haya dispuesto una autoridad competente para eso, sino también el

agravamiento ilegítimo de las condiciones de la libertad da lugar a lo que se llama el

hábeas corpus correctivo, que a su vez puede ser individual respecto de la situación de

una persona concreta privada de la libertad o colectivo, cuando comprende a un colectivo

de personas que padecen la misma situación. En este sentido, es muy conocida la

intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el llamado caso “Verbitsky”

o “CELS”, se lo conoce indistintamente con estas dos denominaciones, de personas

privadas de la libertad en la Provincia de Buenos Aires, tanto en cárceles como

especialmente en comisarías, donde la Corte dictó un caso que se puede considerar



leading case, fijando ciertos parámetros que deben cumplirse con respecto a las penas

privativas de la libertad, diciendo que resultan aplicables las reglas de tratamiento de

reclusos de la ONU, que le fija una serie de condiciones en cuanto a los espacios, la

alimentación, la salud, etcétera. Ahí también yo hablé algo sobre esto cuando me

preguntaron respecto de la politización de la Justicia y la judicialización de la política y

cuál era el marco en el cual podían intervenir los jueces en relación a cuestiones que en

principio competen a la órbita de otros poderes. Ahí explique que en general las políticas

penitenciarias y las de administración de las cárceles corresponden al poder político y los

Jueces no podemos subrogar eso, pero sí la Corte de la Nación dijo en ese caso que la

Justicia sí debía controlar si esa política general era o no violatoria de determinados

parámetros constitucionales y convencionales. En ese caso, lo que tenía que hacer era

intimar a los poderes políticos, inclusive a través de mesas de diálogo de la que participen

todos los interesados en la cuestión, incluso la sociedad civil, para que se corrijan esas

políticas, pero no sustituir la política; señalar en qué sentido esas políticas resultaban
afectatorias de derechos de la persona privada de la libertad y contrarias a los parámetros

que fijan los convenios y tratados internacionales de Derechos Humanos de jerarquía

constitucional y aun otras que no teniendo jerarquía constitucional obligan al Estado

como parte de un tratado. En ese sentido hay convenciones y tratados de Derechos

Humanos que tienen ijerarquía constitucional que son las que están expresamente

mencionadas en el artículo 75, inciso 22) de la Constitución Nacional, que a su vez deja

abierta una cláusula que con determinadas mayorías agravadas se pueden incorporar otros

tratados de Derechos Humanos; y otros tratados que no teniendo esa jerarquía

constitucional, igualmente tienen jerarquía superior a las leyes y, por lo tanto, todos los

poderes del Estado —incluidos los jueces-, estamos obligados a cumplir y hacer cumplir y

por lo tanto también controlar las actuaciones de los otros poderes en lo que a esto respecta

de que se cumplan esos parámetros y se respeten esos derechos. No sé si he contestado o

si quiere alguna otra precisión. Dr. Sale. La verdad que sí, era una pregunta de opinión

ya que este fenómeno!de la emergencia carcelaria no es únicamente acá en Argentina,

sino en toda Latinoamérica. He tenido oportunidad de estar en Santiago de Chile, hemos

visto un sistema penal: muy moderno, espectacular, pero resulta que a la par de esa cosa

tan moderna, tan rápida, que uno lo toma como parámetro para muchas reformas, hay una
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cárcel para 6.000 personas, pero hacinadas viven 12.000. Chile ha sido varias veces

condenado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de ese tema, pero

es como que. Dr. Caramuti. Disculpe que lo interrumpa, doctor: en nuestro país también

hay algunos pronunciamientos de medidas cautelares de la Corte Interamericana de

Derechos Humanos con respecto a los presos de la Provincia de Mendoza. Incluso se

estaba reflotando, hubo una audiencia recientemente relacionada con el tema, que tiene

que ver con un problema que viene desde hace bastantes años, no recuerdo exactamente

desde cuándo esa medida cautelar de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Creo

que no hay un pronunciamiento sobre el fondo, todavía. Dr. Sale. Exactamente. ¿Será

que la sociedad no acusa recibo de esta problemática?, porque para mí es como un

búmeran que la sociedad no se quiere hacer cargo, que entre, pero después, cuando sale,

esta persona sale peor. Me parece que habría que enfocar también ahí el tema de la política

criminal, digamos, y de la política de reinserción de esta gente. Bueno, era una pregunta

de opinión, doctor. Dr. Caramuti. Sin ninguna duda que es así, doctor Sale. Sin dudas

que no hay que perder de vista el fin que debe tener la privación de la libertad,

especialmente donde la Convención Interamericana fija la resocialización como uno de

los fines de la ejecución de las penas privativas de la libertad. Y en este sentido los jueces

tenemos nuestra cuota de responsabilidad aunque —insisto- no es la responsabilidad

principal y sí debemos colaborar, primero, constatando estas situaciones, corrigiendo los

casos concretos que se nos plantean y poniendo en conocimiento aquellos aspectos que

no dependen de los jueces propiamente dichos, poniendo en conocimiento de los poderes

de los que sí depende, a título de colaboración y cooperación. Dr. Sale. Muchas gracias,

doctor. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Luis Cossio. Dr. Cossio.

Aprovecho la oportunidad para felicitarlo por la remisión de su pliego a la Legislatura

para el Tribunal de Impugnación. Dr. Caramuti. Muchas gracias. Dr. Cossio. Quiero

conocer su opinión como especialista y como docente universitario: ¿para usted es

necesaria la reforma integral o no del Código Penal? Y en caso de que lo considere

necesario, me gustaría saber su opinión sobre qué tipos penales debieran ser eliminados

que están vigentes actualmente y qué tipos penales se debería incorporar en ese código a

futuro. Dr. Caramuti. A ver, el aspecto principal que creo que debería hacerse una

reforma integral, tiene que ver con el descalabro que se ha producido, realmente, en la
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Parte Especial del Código Penal, que le ha quitado sistematicidad a las escalas penales.

Además, una cierta inflación de delitos penales que se han ido incorporando al Código

Penal y que parecería que cualquier ley que no tenga un tipo penal que regule la situación

particular de lo que trata esa ley de tipo general, civil o lo que sea, no sería una ley digna

se ser aprobada, O sea, cada vez que se regula cualquier materia o cada vez que aparece

alguna cuestión que se presenta como un problema se cree que la solución es crear un tipo

penal. Y generalmente se van incorporando tipos sin mayor contemplación de lo que se

llama el principio de proporcionalidad. Este principio significa que las escalas penales de

las distintas conductas que se prohíben por considerarse gravemente dañosas e

intolerables por afectar derechos o bienes jurídicos fundamentales, deben tener una pena

acorde a la gravedad que tiene esa conducta. Y sucede que se prevé delitos que tienen

penas más graves que otros hechos, que son realmente afectaciones más intensas de

derechos. Así, por ej emplo, está claro que el bien jurídico o el derecho más importante es

la vida y la afectación de ningún derecho debería tener una pena igual o superior a la de

un delito contra la vida, es decir al homicidio, y sin embargo esto no ocurre así; o se prevé

penas que superan a las que se aplican conforme al Tratado de Roma para delitos de lesa

humanidad. De manera que me parece que lo que hay que hacer en una reforma, primero,

es ajustar las escalas penales para restablecer el principio de proporcionalidad. Luego,

hay una serie de delitos —como los marcarios, penal económico, penal cambiario- que

están todos en leyes especiales. O sea que tenemos el Código Penal por un lado, en su

Parte General y en su Parte Especial; por otro lado, tenemos un montón de leyes penales

especiales que tratan determinados delitos; y por otro lado tenemos disposiciones penales

Vo en leyes comunes. Entonces, todo eso debería ser incorporado al Código Penal. Eso es lo

a SSSi que hacen la mayoría de los últimos proyectos. Tanto el proyecto de Código Penal del

¡ A año 2004-2006, que creo que trabajó una Comisión del Ministerio de Justicia; como el

sd proyecto 2013-2014, que es otra comisión que formaron parte representantes de distintos
sE partidos políticos y que presidió el doctor Zaffaroni, como la reciente comisión que

presidía -se me fue el nombre ahora- un vocal de la Cámara Nacional de Casación Penal,

donde estaban representados también distintos sectores. Todas ellas buscan restablecer

esa proporcionalidad en las escalas de la Parte Especial y buscan incorporar los delitos de

| ras
leyes penales especiales o de disposiciones penales de leyes comunes al Código Penal,
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dándole mayor sistematicidad y mayor armonía. Yo eliminaría todos aquellos delitos que

en particular no impliquen afectaciones concretas de derechos. Hay una tendencia a

muchas anticipaciones punitivas que llevan a considerar delitos etapas previas a un

peligro concreto para el bien jurídico. Muchos de los delitos de peligro abstracto que

permiten ser una especie de cajón de sastre donde pueden encuadrar cualquier tipo de

conductas y que creo que no resultan más que Derecho Penal simbólico. O sea, es un

mensaje que se manda diciendo “Estamos ocupados de este problema”, no tienen

operatividad concreta, salvo en algún caso donde por determinadas circunstancias se

llegan a aplicar, pero con un criterio de una gran selectividad, donde generalmente, se

aplican sobre ciertos sectores más vulnerables de la población y nunca contra sectores

más poderosos o de criminalidad organizada. No sé si le he respondido su pregunta,

doctor. Dr. Cossio. Sí, perfecto. Muchísimas gracias, doctor. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Esteban Padilla. Dr. Padilla. Felicitaciones por estar

nuevamente en esta instancia, doctor. Yo quería preguntarle qué opina usted sobre estos

hechos que han acontecido en Buenos Aires, el caso del jubilado de 71 años que sufre el

ingreso de ladrones en su domicilio a la noche, ingresan tres veces, lo roban una vez, lo

roban dos veces, lo roban tres veces; y la última vez él se defiende y les dispara. Primero,

dentro de su casa, después aparentemente los persigue y fuera de domicilio, en la esquina

de su casa, aparentemente, ahí es donde lo mata. ¿Qué opina usted sobre la calificación

penal de este hecho, la legítima defensa, homicidio con exceso de legítima defensa,

homicidio simple? Primero eso. Después, esta persona ha estado detenida tres días en una

comisaría teniendo 71 años, habiendo sufrido lesiones como consecuencia del hecho y

teniendo afecciones previas. ¿Qué opina sobre esa detención? Dr. Caramuti. Creo que

todo este tema está regulado en el Código Penal. Después hay cuestiones que son objeto

de interpretación en relación a la circunstancia de cada caso concreto. La legítima defensa

está perfectamente prevista en nuestro Código Penal e, incluso, existe una figura que se

llama legítima defensa privilegiada, que es cuando se encuentra una persona dentro de su

domicilio, donde uno de los elementos de la legítima defensa, que es la necesidad racional

del medio empleado, que no se identifica con proporcionalidad pero requiere cierta

proporcionalidad entre el daño que se sufre o el peligro que se corre en relación al que se

produce que, incluso, resultan relativizados en el sentido de que cuando ocurre esta
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